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ACUERDO Nro. MCYP-MCYP-2023-0038-A  

 

SRA. LCDA. MARÍA ELENA MACHUCA MERINO 

MINISTRA DE CULTURA Y PATRIMONIO 

 

CONSIDERANDO: 

  

Que el numeral 13 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “Se

reconoce y garantizará a las personas: (...). 13. El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma

libre y voluntaria. (...).”. 

  

Que el artículo 96 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “Se reconocen todas las

formas de organización de la sociedad, como expresión de la soberanía popular para desarrollar

procesos de autodeterminación e incidir en las decisiones y políticas públicas y en el control social de

todos los niveles de gobierno, así como de las entidades públicas y de las privadas que presten servicios

públicos. Las organizaciones podrán articularse en diferentes niveles para fortalecer el poder ciudadano

y sus formas de expresión; deberán garantizar la democracia interna, la alternabilidad de sus dirigentes

y la rendición de cuentas.”. 

  

Que el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “A las

ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: 1.

Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones

administrativas que requiera su gestión. (…).”. 

  

Que el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “Las instituciones del

Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en

virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas

en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y

hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución.”. 

  

Que el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La administración

pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia,

calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación,

transparencia y evaluación.”. 

  

Que el artículo 30 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, establece: “Las organizaciones

sociales.- Se reconocen todas las formas de organización de la sociedad, como expresión de la soberanía

popular que contribuyan a la defensa de los derechos individuales y colectivos, la gestión y resolución de

problemas y conflictos, al fomento de la solidaridad, la construcción de la democracia y la búsqueda del

buen vivir; que incidan en las decisiones y políticas públicas y en el control social de todos los niveles de

gobierno, así como, de las entidades públicas y de las privadas que presten servicios públicos. Las

organizaciones podrán articularse en diferentes niveles para fortalecer el poder ciudadano y sus formas

de expresión. Las diversas dinámicas asociativas y organizativas deberán garantizar la democracia

interna, la alternabilidad de sus dirigentes, la rendición de cuentas y el respeto a los derechos

establecidos en la Constitución y la ley, (...).”. 

  

Que el artículo 31 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, establece: “Promoción de las

organizaciones sociales.- El Estado garantiza el derecho a la libre asociación, así como, a sus formas de

expresión; y, genera mecanismos que promuevan la capacidad de organización y el fortalecimiento de

las organizaciones existentes.”. 

  

Que el artículo 23 de la Ley Orgánica de Cultura, establece: “Del Sistema Nacional de Cultura.

Comprende el conjunto coordinado y correlacionado de normas, políticas, instrumentos, procesos,

instituciones, entidades, organizaciones, colectivos e individuos que participan en actividades culturales,

creativas, artísticas y patrimoniales para fortalecer la identidad nacional, la formación, protección y

promoción de la diversidad de las expresiones culturales, incentivar la libre creación artística y la

producción, difusión, distribución y disfrute de bienes y servicios artísticos y culturales y, salvaguardar
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la memoria social y el patrimonio cultural para garantizar el ejercicio pleno de los derechos 

culturales.”. 

  

Que el artículo 25 de la Ley Orgánica de Cultura, establece: “De la rectoría del Sistema Nacional de

Cultura. Le corresponde al Ministerio de Cultura y Patrimonio ejercer la rectoría del Sistema Nacional

de Cultura. La rectoría comprende la formulación, ejecución, monitoreo y evaluación de las políticas

públicas, planes, programas y proyectos, así como la elaboración y ejecución presupuestaria, que serán

aplicados bajo los criterios de descentralización y desconcentración política y administrativa, acción

afirmativa y demás preceptos establecidos en la Constitución de la República, en esta Ley y en otras

normas relacionadas. El Ministerio de Cultura y Patrimonio regulará a las entidades, organismos e

instituciones que integran el Sistema Nacional de Cultura, en el ámbito de sus competencias.”. 

  

Que el artículo 47 del Código Orgánico Administrativo, establece: “Representación legal de las

administraciones públicas. La máxima autoridad administrativa de la correspondiente entidad pública

ejerce su representación para intervenir en todos los actos, contratos y relaciones jurídicas sujetas a su

competencia. Esta autoridad no requiere delegación o autorización alguna de un órgano o entidad

superior, salvo en los casos expresamente previstos en la ley.”. 

  

Que el artículo 65 del Código Orgánico Administrativo, establece: “Competencia. La competencia es la

medida en la que la Constitución y la ley habilitan a un órgano para obrar y cumplir sus fines, en razón

de la materia, el territorio, el tiempo y el grado.”. 

  

Que el artículo 20 del Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones

Sociales, establece: “Disolución voluntaria.- Las organizaciones sujetas a este Reglamento, podrán ser

disueltas y liquidadas por voluntad de sus socios, mediante resolución en Asamblea General, convocada

expresamente para el efecto y con el voto de las dos terceras partes de sus integrantes. Para el

procedimiento de disolución y liquidación, la Asamblea General, en el mismo acto, deberá nombrar un

liquidador, quien deberá presentar su informe en un plazo de 90 días, observando siempre las

disposiciones que para el efecto determinen el estatuto y el Código Civil. Los resultados de la disolución

y liquidación se pondrán en conocimiento de la Cartera de Estado correspondiente, a fin de que se

proceda a elaborar el Acuerdo Ministerial de disolución y liquidación.”. 

  

Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 22 de 24 de mayo de 2021, se designa a la licenciada María Elena

Machuca Merino como Ministra de Cultura y Patrimonio. 

  

Que "ASOESCENA Asociación de Artistas Escénicos Profesionales del Ecuador", obtuvo personalidad

jurídica mediante Acuerdo Ministerial Nro. 087-2009 de 18 de mayo de 2009. 

  

Que mediante comunicación recibida el 6 de marzo de 2023 (trámite Nro. MCYP-DA-2023-0525-EXT),

se solicita a esta cartera de Estado, declarar la disolución y liquidación voluntaria de "ASOESCENA

Asociación de Artistas Escénicos Profesionales del Ecuador". 

  

Que mediante Memorando Nro. MCYP-CGAJ-2023-0200-M de 17 de marzo de 2023, la Coordinación

General de Asesoría Jurídica emite el informe motivado, que da cuenta del cumplimiento de los requisitos

exigidos en el ordenamiento jurídico vigente, recomendando la expedición del Acuerdo Ministerial para

declarar la disolución y liquidación voluntaria de ASOESCENA Asociación de Artistas Escénicos

Profesionales del Ecuador. 

  

Que de conformidad al Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional del Ministerio de Cultura y

Patrimonio, a la Ministra le corresponde suscribir los actos administrativos que se requieran para el

cumplimiento de los objetivos institucionales en el marco de su competencia. 

  

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales, legales y reglamentarias.

 

ACUERDA: 
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Art. 1.- Declarar la disolución y liquidación voluntaria de ASOESCENA Asociación de Artistas

Escénicos Profesionales del Ecuador, resuelta por sus miembros durante las Asambleas Generales

celebradas el 30 de enero de 2023 y 28 de febrero de 2023. 

El presente acto administrativo deberá incorporarse al expediente de la organización social, a cargo de la

Coordinación General de Asesoría Jurídica. 

Art. 2.- Encargar la ejecución del presente instrumento legal a la Coordinación General de Asesoría

Jurídica. 

Art. 3.- Este Acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su

publicación en el Registro Oficial, de lo cual encárguese a la Dirección Administrativa.

Dado en Quito, D.M. , a los 23 día(s) del mes de Marzo de dos mil veintitrés.  

Documento firmado electrónicamente

SRA. LCDA. MARÍA ELENA MACHUCA MERINO 

MINISTRA DE CULTURA Y PATRIMONIO 
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ACUERDO Nro. MCYP-MCYP-2023-0039-A  

SRA. LCDA. MARÍA ELENA MACHUCA MERINO 

MINISTRA DE CULTURA Y PATRIMONIO 

CONSIDERANDO:

Que el numeral 13 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “Se

reconoce y garantizará a las personas: (...). 13. El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma

libre y voluntaria. (...).”. 

Que el artículo 96 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “Se reconocen todas las

formas de organización de la sociedad, como expresión de la soberanía popular para desarrollar

procesos de autodeterminación e incidir en las decisiones y políticas públicas y en el control social de

todos los niveles de gobierno, así como de las entidades públicas y de las privadas que presten servicios

públicos. Las organizaciones podrán articularse en diferentes niveles para fortalecer el poder ciudadano

y sus formas de expresión; deberán garantizar la democracia interna, la alternabilidad de sus dirigentes

y la rendición de cuentas.”. 

Que el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “A las

ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: 1.

Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones

administrativas que requiera su gestión. (…).”.

Que el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “Las instituciones del

Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en

virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas

en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y

hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución.”. 

Que el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La administración

pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia,

calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación,

transparencia y evaluación.”. 

Que el artículo 377 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “El sistema nacional de

cultura tiene como finalidad fortalecer la identidad nacional; proteger y promover la diversidad de las

expresiones culturales; incentivar la libre creación artística y la producción, difusión, distribución y

disfrute de bienes y servicios culturales; y salvaguardar la memoria social y el patrimonio cultural. Se

garantiza el ejercicio pleno de los derechos culturales.”. 

Que el artículo 30 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, establece: “Las organizaciones

sociales.- Se reconocen todas las formas de organización de la sociedad, como expresión de la soberanía

popular que contribuyan a la defensa de los derechos individuales y colectivos, la gestión y resolución de

problemas y conflictos, al fomento de la solidaridad, la construcción de la democracia y la búsqueda del

buen vivir; que incidan en las decisiones y políticas públicas y en el control social de todos los niveles de

gobierno, así como, de las entidades públicas y de las privadas que presten servicios públicos. Las

organizaciones podrán articularse en diferentes niveles para fortalecer el poder ciudadano y sus formas

de expresión. Las diversas dinámicas asociativas y organizativas deberán garantizar la democracia

interna, la alternabilidad de sus dirigentes, la rendición de cuentas y el respeto a los derechos

establecidos en la Constitución y la ley, (...).”. 

Que el artículo 31 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, establece: “Promoción de las

organizaciones sociales.- El Estado garantiza el derecho a la libre asociación, así como, a sus formas de

expresión; y, genera mecanismos que promuevan la capacidad de organización y el fortalecimiento de

las organizaciones existentes.”. 
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Que el artículo 36 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, establece: “Legalización y registro de

las organizaciones sociales.- Las organizaciones sociales que desearen tener personalidad jurídica,

deberán tramitarla en las diferentes instancias públicas que correspondan a su ámbito de acción, y

actualizarán sus datos conforme a sus estatutos. El registro de las organizaciones sociales se hará bajo

el respeto a los principios de libre asociación y autodeterminación. (...).”. 

Que el artículo 23 de la Ley Orgánica de Cultura, establece: “Del Sistema Nacional de Cultura.

Comprende el conjunto coordinado y correlacionado de normas, políticas, instrumentos, procesos,

instituciones, entidades, organizaciones, colectivos e individuos que participan en actividades culturales,

creativas, artísticas y patrimoniales para fortalecer la identidad nacional, la formación, protección y

promoción de la diversidad de las expresiones culturales, incentivar la libre creación artística y la

producción, difusión, distribución y disfrute de bienes y servicios artísticos y culturales y, salvaguardar

la memoria social y el patrimonio cultural para garantizar el ejercicio pleno de los derechos 

culturales.”. 

Que el artículo 25 de la Ley Orgánica de Cultura, establece: “De la rectoría del Sistema Nacional de

Cultura. Le corresponde al Ministerio de Cultura y Patrimonio ejercer la rectoría del Sistema Nacional

de Cultura. La rectoría comprende la formulación, ejecución, monitoreo y evaluación de las políticas

públicas, planes, programas y proyectos, así como la elaboración y ejecución presupuestaria, que serán

aplicados bajo los criterios de descentralización y desconcentración política y administrativa, acción

afirmativa y demás preceptos establecidos en la Constitución de la República, en esta Ley y en otras

normas relacionadas. El Ministerio de Cultura y Patrimonio regulará a las entidades, organismos e

instituciones que integran el Sistema Nacional de Cultura, en el ámbito de sus competencias.”. 

Que el artículo 47 del Código Orgánico Administrativo, establece: “Representación legal de las

administraciones públicas. La máxima autoridad administrativa de la correspondiente entidad pública

ejerce su representación para intervenir en todos los actos, contratos y relaciones jurídicas sujetas a su

competencia. Esta autoridad no requiere delegación o autorización alguna de un órgano o entidad

superior, salvo en los casos expresamente previstos en la ley.”. 

Que el artículo 65 del Código Orgánico Administrativo, establece: “Competencia. La competencia es la

medida en la que la Constitución y la ley habilitan a un órgano para obrar y cumplir sus fines, en razón

de la materia, el territorio, el tiempo y el grado.”. 

Que el artículo 567 del Código Civil, establece: “Las ordenanzas o estatutos de las corporaciones, que

fueren formados por ellas mismas, serán sometidos a la aprobación del Presidente de la República, que

se la concederá si no tuvieren nada contrario al orden público y a las leyes.”. 

Que el artículo 7 del Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones

Sociales, establece: “Deberes de las instituciones competentes para otorgar personalidad jurídica.- Para

otorgar personalidad jurídica a las organizaciones sociales sin fines de lucro, que voluntariamente lo

requieran, las instituciones competentes del Estado, de acuerdo a sus competencias específicas,

observarán que los actos relacionados con la constitución, aprobación, reforma y codificación de

estatutos, disolución, liquidación, registro y demás actos que tengan relación con la vida jurídica de las

organizaciones sociales, se ajusten a las disposiciones constitucionales, legales y al presente 

Reglamento.”. 

Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 22 de 24 de mayo de 2021, se designa a la licenciada María Elena

Machuca Merino como Ministra de Cultura y Patrimonio. 

Que mediante comunicación recibida el 16 y 21 de marzo de 2023 (trámite Nro.

MCYP-DA-2023-0664-EXT), se solicita a esta cartera de Estado, aprobar el estatuto y reconocer la

personalidad jurídica de “Nexart Cultura”. 

Que mediante memorando Nro. MCYP-CGAJ-2023-0213-M de 24 de marzo de 2023, la Coordinación

General de Asesoría Jurídica emite el informe motivado, que da cuenta del cumplimiento de los requisitos

exigidos en el ordenamiento jurídico vigente, recomendando la expedición del Acuerdo Ministerial para

el otorgamiento de la personalidad jurídica a favor de la organización social “Nexart Cultura”. 
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Que de conformidad al Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional del Ministerio de Cultura y

Patrimonio, a la Ministra le corresponde suscribir los actos administrativos que se requieran para el

cumplimiento de los objetivos institucionales en el marco de su competencia. 

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales, legales y reglamentarias. 

ACUERDA:

Art. 1.- Aprobar el estatuto y otorgar personalidad jurídica a la organización social “Nexart Cultura”,

domiciliada en el cantón Guayaquil de la provincia del Guayas. La nómina de miembros fundadores de la

organización social en mención, queda registrada de la siguiente manera: 

Nombre Nro. de documento de identidad Nacionalidad 

CASTRO BAQUE ADRIAN JOSE 0951015320  ecuatoriana 

FUENTES ALVARADO ANDREA ELIZABETH 0926459504  ecuatoriana 

HERNANDEZ VILLAVICENCIO KEVIN JOSEPH 0950152991  ecuatoriana 

LALAMA PRIETO MARIA JOSE 0951806819  ecuatoriana 

MACIAS MENDOZA LUIS SANTIAGO 0920378627  ecuatoriana 

MACIAS GALEAS ISABEL PATRICIA 0924114200 ecuatoriana 

MENDOZA PAREDES VICTOR HUGO 0910184704 ecuatoriana 

MOLINA SANCHEZ JESUS ISRAEL 1311137200 ecuatoriana 

OLVERA MENOSCAL GENESIS BELEN 0952818805 ecuatoriana 

PLAZA VANEGAS GINO ROBERTO 0917814600 ecuatoriana 

POLIT FARRO LUCY MICHELLE 0926770306 ecuatoriana 

Art. 2.- Ordenar a la organización social descrita en el artículo 1, que en el plazo máximo de treinta (30)

días remita mediante oficio dirigido a esta cartera de Estado, la documentación exigida en el Reglamento

para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales, que dé cuenta de la elección

de su directiva. 

Art. 3.- Disponer a la organización social descrita en el artículo 1, el cumplimiento irrestricto de su

estatuto, del Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales; y,

en general, de las disposiciones legales aplicables y directrices emitidas por el Ministerio de Cultura y 

Patrimonio. 

La organización social estará sujeta a los controles de funcionamiento, de utilización de recursos

públicos, de orden tributario, patronal, aduanero, y otros, determinados en las leyes específicas sobre la

materia, a cargo de las entidades competentes. De igual manera, estará sujeta al seguimiento de la

consecución de su objeto social, a cargo del Ministerio de Cultura y Patrimonio. 

Art. 4.- Encargar la ejecución del presente instrumento legal a la Coordinación General de Asesoría

Jurídica. 

Art. 5.- Este Acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su

publicación en el Registro Oficial, de lo cual encárguese a la Dirección Administrativa. Dado en Quito,

D.M. , a los 27 día(s) del mes de Marzo de dos mil veintitrés.
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Documento firmado electrónicamente

SRA. LCDA. MARÍA ELENA MACHUCA MERINO 
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ACUERDO Nro. MCYP-MCYP-2023-0040-A  

SRA. LCDA. MARÍA ELENA MACHUCA MERINO 

MINISTRA DE CULTURA Y PATRIMONIO 

CONSIDERANDO:

Que, el numeral 13 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “Se

reconoce y garantizará a las personas: (...). 13. El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma

libre y voluntaria (...)”;

Que, el artículo 96 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “Se reconocen todas las

formas de organización de la sociedad, como expresión de la soberanía popular para desarrollar

procesos de autodeterminación e incidir en las decisiones y políticas públicas y en el control social de

todos los niveles de gobierno, así como de las entidades públicas y de las privadas que presten servicios

públicos. Las organizaciones podrán articularse en diferentes niveles para fortalecer el poder ciudadano

y sus formas de expresión; deberán garantizar la democracia interna, la alternabilidad de sus dirigentes

y la rendición de cuentas”; 

Que, el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “A las

ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: 1.

Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones

administrativas que requiera su gestión ( …)”; 

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “Las instituciones del

Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en

virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas

en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y

hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 

Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La administración

pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia,

calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación,

transparencia y evaluación”; 

Que, el artículo 377 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “El sistema nacional de

cultura tiene como finalidad fortalecer la identidad nacional; proteger y promover la diversidad de las

expresiones culturales; incentivar la libre creación artística y la producción, difusión, distribución y

disfrute de bienes y servicios culturales; y salvaguardar la memoria social y el patrimonio cultural. Se

garantiza el ejercicio pleno de los derechos culturales”; 

Que, el artículo 30 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, establece: “Las organizaciones

sociales.- Se reconocen todas las formas de organización de la sociedad, como expresión de la soberanía

popular que contribuyan a la defensa de los derechos individuales y colectivos, la gestión y resolución de

problemas y conflictos, al fomento de la solidaridad, la construcción de la democracia y la búsqueda del

buen vivir; que incidan en las decisiones y políticas públicas y en el control social de todos los niveles de

gobierno, así como, de las entidades públicas y de las privadas que presten servicios públicos. Las

organizaciones podrán articularse en diferentes niveles para fortalecer el poder ciudadano y sus formas

de expresión. Las diversas dinámicas asociativas y organizativas deberán garantizar la democracia

interna, la alternabilidad de sus dirigentes, la rendición de cuentas y el respeto a los derechos

establecidos en la Constitución y la ley (...)”; 

Que, el artículo 31 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, establece: “Promoción de las

organizaciones sociales.- El Estado garantiza el derecho a la libre asociación, así como, a sus formas de

expresión; y, genera mecanismos que promuevan la capacidad de organización y el fortalecimiento de

las organizaciones existentes”; 
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Que, el artículo 36 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, establece: “Legalización y registro de

las organizaciones sociales.- Las organizaciones sociales que desearen tener personalidad jurídica,

deberán tramitarla en las diferentes instancias públicas que correspondan a su ámbito de acción, y

actualizarán sus datos conforme a sus estatutos. El registro de las organizaciones sociales se hará bajo

el respeto a los principios de libre asociación y autodeterminación (...)”; 

Que, el artículo 23 de la Ley Orgánica de Cultura, establece: “Del Sistema Nacional de Cultura.

Comprende el conjunto coordinado y correlacionado de normas, políticas, instrumentos, procesos,

instituciones, entidades, organizaciones, colectivos e individuos que participan en actividades culturales,

creativas, artísticas y patrimoniales para fortalecer la identidad nacional, la formación, protección y

promoción de la diversidad de las expresiones culturales, incentivar la libre creación artística y la

producción, difusión, distribución y disfrute de bienes y servicios artísticos y culturales y, salvaguardar

la memoria social y el patrimonio cultural para garantizar el ejercicio pleno de los derechos 

culturales”; 

Que, el artículo 25 de la Ley Orgánica de Cultura, establece: “De la rectoría del Sistema Nacional de

Cultura. Le corresponde al Ministerio de Cultura y Patrimonio ejercer la rectoría del Sistema Nacional

de Cultura. La rectoría comprende la formulación, ejecución, monitoreo y evaluación de las políticas

públicas, planes, programas y proyectos, así como la elaboración y ejecución presupuestaria, que serán

aplicados bajo los criterios de descentralización y desconcentración política y administrativa, acción

afirmativa y demás preceptos establecidos en la Constitución de la República, en esta Ley y en otras

normas relacionadas. El Ministerio de Cultura y Patrimonio regulará a las entidades, organismos e

instituciones que integran el Sistema Nacional de Cultura, en el ámbito de sus competencias”; 

Que, el artículo 47 del Código Orgánico Administrativo, establece: “Representación legal de las

administraciones públicas. La máxima autoridad administrativa de la correspondiente entidad pública

ejerce su representación para intervenir en todos los actos, contratos y relaciones jurídicas sujetas a su

competencia. Esta autoridad no requiere delegación o autorización alguna de un órgano o entidad

superior, salvo en los casos expresamente previstos en la ley”; 

Que, el artículo 65 del Código Orgánico Administrativo, establece: “Competencia. La competencia es la

medida en la que la Constitución y la ley habilitan a un órgano para obrar y cumplir sus fines, en razón

de la materia, el territorio, el tiempo y el grado”; 

Que, el artículo 567 del Código Civil, establece: “Las ordenanzas o estatutos de las corporaciones, que

fueren formados por ellas mismas, serán sometidos a la aprobación del Presidente de la República, que

se la concederá si no tuvieren nada contrario al orden público, a las leyes o a las buenas costumbres”; 

Que, el artículo 7 del Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones

Sociales, establece: “Deberes de las instituciones competentes para otorgar personalidad jurídica.- Para

otorgar personalidad jurídica a las organizaciones sociales sin fines de lucro, que voluntariamente lo

requieran, las instituciones competentes del Estado, de acuerdo a sus competencias específicas,

observarán que los actos relacionados con la constitución, aprobación, reforma y codificación de

estatutos, disolución, liquidación, registro y demás actos que tengan relación con la vida jurídica de las

organizaciones sociales, se ajusten a las disposiciones constitucionales, legales y al presente 

Reglamento”; 

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 22 de 24 de mayo de 2021, se designa a la licenciada María Elena

Machuca Merino como Ministra de Cultura y Patrimonio; 

Que, mediante comunicación recibida el 14 de marzo de 2023 (trámite No. MCYP-DA-2023-0607-EXT),

se solicita a esta cartera de Estado aprobar el estatuto y reconocer la personalidad jurídica de

la "Asociación de Artistas Zarumeños";

Que, mediante memorando No. MCYP-CGAJ-2023-0205-M de 22 de marzo de 2023, la Coordinación

General de Asesoría Jurídica emite el informe motivado, que da cuenta del cumplimiento de los requisitos
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exigidos en el ordenamiento jurídico vigente, recomendando la expedición del Acuerdo Ministerial para

el otorgamiento de la personalidad jurídica a favor de la  "Asociación de Artistas Zarumeños";

Que de conformidad al Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional del Ministerio de Cultura y

Patrimonio, a la Ministra le corresponde suscribir los actos administrativos que se requieran para el

cumplimiento de los objetivos institucionales en el marco de su competencia; 

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales, legales y reglamentarias. 

ACUERDA: 

Art. 1.- Aprobar el estatuto y otorgar personalidad jurídica a la "Asociación de Artistas

Zarumeños", domiciliada en el cantón Zaruma de la provincia de El Oro. La nómina de miembros

fundadores de la organización social en mención, queda registrada de la siguiente manera:

Nombres y Apellidos Nacionalidad Nro. de documento de identidad 

APOLO PINEDA MARIA NATHALY ecuatoriana 0705867166 

CHICA CHUICO ITALO DE JESUS ecuatoriana 1725673667 

CHIMBO AYALA KEVIN PAUL ecuatoriana 0706626025 

ESPINOSA OTAVALO STEEVEN MAURICIO ecuatoriana 0704595719 

FIGUEROA ORDOÑEZ VICENTE RODRIGO ecuatoriana 1101707139 

GALVEZ AGUILAR JORGE ENRIQUE ecuatoriana 0703379362 

LABANDA ORDOÑEZ DARWIN REMIGIO ecuatoriana 0704366566 

LABANDA PINEDA ETELVINA GERMANIA ecuatoriana 0706572773 

MALDONADO RAMIREZ VICENTE GUILLERMO ecuatoriana 0703242248 

MALDONADO SALAMEA JUAN IVAN ecuatoriana 0704615020 

MACAS FEIJOO MARIA DE LOS ANGELES ecuatoriana 0706094828 

MOROCHO TACURI LEONARDO HOMERO ecuatoriana 0702470386 

MOROCHO TACURI MARIA GUADALUPE ecuatoriana 0702290073 

PUPIALES CHUQUIN NELSON CRISTOBAL ecuatoriana 1003075627 

SARMIENTO RAMIREZ ROBERTO POMPILIO ecuatoriana 0703307538 

ZAMBRANO SUAREZ JUAN NIXON ecuatoriana 1207216068 

Art. 2.- Ordenar a la organización social descrita en el artículo 1, que en el plazo máximo de treinta (30)

días remita mediante oficio dirigido a esta Cartera de Estado, la documentación exigida en el Reglamento

para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales, que dé cuenta de la elección

de su directiva.

Art. 3.- Disponer a la organización social descrita en el artículo 1, el cumplimiento irrestricto de su

estatuto, del Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales; y,

en general, de las disposiciones legales aplicables y directrices emitidas por el Ministerio de Cultura y 

Patrimonio. 

La organización social estará sujeta a los controles de funcionamiento, de utilización de recursos

públicos, de orden tributario, patronal, aduanero, y otros, determinados en las leyes específicas sobre la

materia, a cargo de las entidades competentes. De igual manera, estará sujeta al seguimiento de la

consecución de su objeto social, a cargo del Ministerio de Cultura y Patrimonio. 

Art. 4.- Encargar la ejecución del presente instrumento legal a la Coordinación General Jurídica. 

Art. 5.- Este Acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su
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publicación en el Registro Oficial, de lo cual encárguese a la Dirección de Gestión Administrativa.

Dado en Quito, D.M. , a los 27 día(s) del mes de Marzo de dos mil veintitrés.  

Documento firmado electrónicamente

SRA. LCDA. MARÍA ELENA MACHUCA MERINO 

MINISTRA DE CULTURA Y PATRIMONIO 
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ACUERDO Nro. MPCEIP-MPCEIP-2023-0014-A  

SR. MGS. JULIO JOSÉ PRADO LUCIO PAREDES 

MINISTRO DE PRODUCCIÓN, COMERCIO EXTERIOR, INVERSIONES Y 

PESCA 

CONSIDERANDO:

Que, el artículo 154, numeral 1, de la Constitución de la República del Ecuador,

establece: "A las ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones

establecidas en la ley, les corresponde: 1 Ejercer la rectoría de las políticas públicas del

área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su

gestión (…)";

Que, el artículo 226 de la norma fundamental, dispone: "Las instituciones del Estado, sus

organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que

actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y

facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de

coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio

de los derechos reconocidos en la Constitución"; 

Que, el artículo 227 de la Norma Supra, señala: "La administración pública constituye un

servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad,

jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación,

planificación, transparencia y evaluación"; 

Que, el artículo 127 de la Ley Orgánica del Servicio Público establece que: "El encargo

de un puesto vacante procede por disposición de la Ley o por orden escrita de autoridad

competente. La servidora o servidor de la institución asume el ejercicio de un puesto

directivo ubicado o no, en la escala del nivel jerárquico superior. El pago por encargo se

efectuará a partir de la de la fecha en que se ejecute el acto administrativo, hasta la

designación del titular del puesto"; 

Que, el artículo 6 del Código Orgánico Administrativo señala que: "Los organismos que

conforman el Estado se estructuran y organizan de manera escalonada. Los órganos

superiores dirigen y controlan la labor de sus subordinados y resuelven los conflictos

entre los mismos"; 

Que, el artículo 67 del precitado Código, dispone: “El ejercicio de las competencias

asignadas a los órganos o entidades administrativos incluye, no solo lo expresamente

definido en la ley, sino todo aquello que sea necesario para el cumplimiento de sus 

funciones; 

Que, el artículo 68 del Código Orgánico Administrativo, señala que: "La competencia es

irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento

jurídico, salvo los casos de delegación, avocación, suplencia, subrogación,

descentralización y desconcentración cuando se efectúen en los términos previstos en la 

ley"; 
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Que, el artículo 14 de la Ley del Sistema Ecuatoriano de la Calidad establece que:

"Constituyese al Instituto Ecuatoriano de Normalización -INEN, como una entidad

técnica de Derecho Público, adscrita al Ministerio de Industrias y Productividad, con 

personería jurídica, patrimonio y fondos propios, con autonomía administrativa,

económica, financiera y operativa; con sede en Quito y competencia a nivel nacional,

descentralizada y desconcentrada, por lo que deberá establecer dependencias dentro del

territorio nacional y, se regirá conforme a los lineamientos y prácticas internacionales

reconocidas y por lo dispuesto en la presente Ley y su reglamento"; 

Que, el artículo 17 de la Ley del Sistema Ecuatoriano de la Calidad, determina “En

relación con el INEN, corresponde al Ministerio de Industrias y Productividad los

siguientes deberes y atribuciones (...) k) Nombrar y remover al Director General del

INEN (...)”; 

Que, el artículo 18 de la Ley del Sistema Ecuatoriano de la Calidad establece que: "El

Director General del INEN será de libre nombramiento y remoción por parte del

Ministro de Industrias y Productividad; deberá ser profesional con título universitario en

ciencias exactas, poseer título de cuarto nivel y deberá tener probada experiencia e

idoneidad técnica y profesional en las áreas relacionadas con el ámbito de la presente 

Ley. El Director ejercerá la representación legal, judicial y extrajudicial del INEN será

responsable de la buena marcha de la entidad, de conformidad con la ley y su

reglamento (...)”; 

Que, el artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función

Ejecutiva establece que: "Los Ministros de Estado son competentes para el despacho de

todos los asuntos inherentes a sus ministerios sin necesidad de autorización alguna del

Presidente de la República, salvo los casos expresamente señalados en leyes especiales.

Las delegaciones ministeriales a las que se refiere este artículo serán otorgadas por los

Ministros de Estado mediante acuerdo ministerial"; 

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 338 dictado por el Presidente Constitucional de la

República del Ecuador, el 16 de mayo del 2014 y publicado en el Registro Oficial No.

263 – Suplemento-, de 9 de junio del 2014, en su artículo 2, establece: "Sustitúyanse las 

denominaciones del "Instituto Ecuatoriano de Normalización", por "Servicio

Ecuatoriano de Normalización”; 

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 559 publicado en el Registro Oficial Suplemento

No. 387 del 13 de diciembre de 2018, se dispuso la fusión por absorción al Ministerio de

Comercio Exterior e Inversiones las siguientes instituciones: Ministerio de Industrias y

Productividad, el Instituto de Promoción de Exportaciones e Inversiones Extranjeras, y el

Ministerio de Acuacultura y Pesca; 

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 16 de 24 de mayo de 2021, el Presidente

Constitucional designa al Señor Julio José Prado Lucio-Paredes como Ministro de

Producción, Comercio Exterior, Inversiones y Pesca; 

Que, el artículo 2 del Acuerdo Ministerial Nro. MPCEIP-MPCEIP-2023-0009-A de 09 de

marzo de 2023, dispone: “Encargar la Dirección Ejecutiva del Servicio Ecuatoriano de

Normalización INEN, al señor Mgs. Luis Antonio Enríquez Pasquel, del 17 de marzo
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hasta el 30 de marzo de 2023 inclusive; y, 

Que, mediante Resolución MRL Nro. 0566 de 06 de septiembre de 2012, la Viceministra

del Servicio Público del Ministerio de Relaciones Laborales, realizó el cambio de

denominación del puesto de “Director General” a “Director Ejecutivo”. 

En ejercicio de las facultades establecidas en el numeral 1 del artículo 154 de la

Constitución de la República del Ecuador; los artículos 6 y 68 del Código Orgánico

Administrativo; el artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la

Función Ejecutiva. 

 ACUERDA:

Artículo 1.- Dar por terminado el encargo realizado al señor Mgs. Luis Antonio Enríquez

Pasquel, mediante Acuerdo Nro. MPCEIP-MPCEIP-2023-0009-A de 09 de marzo de 

2023. 

Artículo 2.- Encargar la Dirección Ejecutiva del Servicio Ecuatoriano de Normalización

INEN, al señor al señor Mgs. Ralph Assaf Nader, a partir del 31 de marzo de 2023. 

Artículo 3.- El Director  Ejecutivo encargado, ejercerá su cargo conforme a los principios

que rigen el servicio público, y será responsable por los actos realizados en el ejercicio de

sus funciones. 

Artículo 4.- Notificar con el presente Acuerdo al funcionario designado para su

cumplimiento. 

Artículo 5.- De la ejecución del presente Acuerdo, encárguese a la Dirección de

Administración del Talento Humano del Servicio Ecuatoriano de Normalización, INEN,

quien será responsable de la ejecución de las acciones administrativas, que conforme a la

normativa correspondan. 

El presente Acuerdo entrará en vigencia a partir de su suscripción sin perjuicio de su

publicación en el Registro Oficial. 

Comuníquese y Publíquese.- 

  Dado en Quito , a los 31 día(s) del mes de Marzo de dos mil veintitrés.  

Documento firmado electrónicamente

SR. MGS. JULIO JOSÉ PRADO LUCIO PAREDES 

MINISTRO DE PRODUCCIÓN, COMERCIO EXTERIOR, INVERSIONES Y 

PESCA 
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CIRCULAR Nro. NAC-DGECCGC23-00000003 

EL DIRECTOR GENERAL 
DEL SERVICIO DE RENTAS INTERNAS 

A LAS CAJAS DE AHORRO, CAJAS Y BANCOS COMUNALES 

De conformidad con el artículo 7 del Código Tributario, en concordancia con el 
artículo 8 de la Ley de Creación del Servicio de Rentas Internas, es facultad del 
Director General del Servicio de Rentas Internas expedir circulares o 
disposiciones generales necesarias para la aplicación de las leyes tributarias y 
para la armonía y eficiencia de su administración. En tal virtud, se emite la 
presente circular, en los siguientes términos: 

I. Análisis jurídico - normativo

El artículo 83 de la Constitución de la República del Ecuador establece que son 
deberes y responsabilidades de los habitantes del Ecuador acatar y cumplir la 
Constitución, la ley y las decisiones legítimas de autoridad competente, 
cooperar con el Estado y la comunidad en la seguridad social y pagar los tributos 
establecidos por ley. 

El artículo 213 de la Constitución de la República del Ecuador determina que 
las superintendencias son organismos técnicos de vigilancia, auditoría, 
intervención y control de las actividades económicas, sociales y ambientales, y 
de los servicios que prestan las entidades públicas y privadas, con el propósito 
de que estas actividades y servicios se sujeten al ordenamiento jurídico y 
atiendan al interés general. 

El artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador dispone que las 
instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 
servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal 
ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en 
la Constitución y la ley. 

El artículo 300 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe que el 
régimen tributario se regirá por los principios de generalidad, progresividad, 
eficiencia, simplicidad administrativa, irretroactividad, equidad, transparencia y 
suficiencia recaudatoria. 

El artículo 425 de la Constitución de la República del Ecuador señala que, en 
atención al orden jerárquico de aplicación de las normas, los tratados y 
convenios internacionales tienen un rango supralegal. 
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La República del Ecuador es miembro del "Foro Global Sobre Transparencia e 
Intercambio de Información para Fines Fiscales" desde el 26 de abril de 2017, 
y se comprometió a adoptar los estándares internacionales en materia de 
transparencia e intercambio automático de información sobre cuentas 
financieras. 

El Ecuador suscribió la Convención Multilateral sobre Asistencia Administrativa 
Mutua en Materia Fiscal el 29 de octubre de 2018, misma que fue aprobada por 
el Pleno de la Asamblea Nacional el 07 de agosto de 2019 y ratificada por el 
Presidente de la República con Decreto Ejecutivo No. 855 publicado en el 
Registro Oficial Suplemento No. 21 de 20 de agosto de 2019. 

El artículo 6 de la Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia 
Fiscal y su Protocolo establece que dos o más partes intercambiarán 
automáticamente la información a la que se refiere el artículo 4 de dicha 
Convención, de conformidad con los procedimientos que determinarán 
mediante acuerdo mutuo. 

El ANEXO B de la Convención Ibidem, indica que la Autoridad competente del 
Ecuador será el Director General del Servicio de Rentas Internas. 

En el marco de la Convención Multilateral sobre Asistencia Administrativa Mutua 
en Materia Fiscal, el Consejo de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (OCDE) aprobó el estándar común de comunicación de 
información y debida diligencia relativa al intercambio automático de información 
sobre cuentas financieras, el cual insta a los miembros del Foro Global a obtener 
información de las cuentas financieras de no residentes. 

El numeral 1.1. del artículo 2 del Acuerdo Multilateral de Autoridades 
Competentes para el Intercambio Automático de Información sobre Cuentas 
Financieras establece que, conforme a lo dispuesto en los artículos 6 y 22 del 
Convenio y con sujeción a las normas aplicables sobre comunicación y 
diligencia debida, conforme con el estándar común de comunicación de 
información, cada Autoridad competente intercambiará anualmente y de forma 
automática con las otras autoridades competentes respecto de las que este 
Acuerdo surta efectos, la información obtenida en aplicación de dichas normas 
y especificada en el apartado 2 del mentado instrumento. 

Respecto al cumplimiento de los compromisos asumidos por el Ecuador a raíz 
de su incorporación al Foro Global Sobre Transparencia e Intercambio de 
Información para Fines Fiscales, la Disposición General Primera de la Ley 
Orgánica para la Reactivación de la Economía, Fortalecimiento de la 
Dolarización y Modernización de la Gestión Financiera prescribe que el Servicio 
de Rentas Internas, la Superintendencia de Bancos y cualquier otro órgano de 
regulación y/o control, en el ámbito de sus respectivas competencias, emitirán 
la normativa secundaria necesaria para la implementación de las acciones o 
cumplimiento de las exigencias derivadas de la adhesión del Ecuador al referido 
Foro, especialmente respecto de la aplicación de normas y procedimientos de 
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comunicación de información y debida diligencia, aceptadas 
internacionalmente. 

Mediante la Resolución No. NAC-DGERCGC19-00000045 publicada en el 
Suplemento del Registro Oficial No. 51, de 01 de octubre de 2019, y sus 
reformas, el Servicio de Rentas Internas expidió las normas y el procedimiento 
para la implementación efectiva del estándar común de comunicación de 
información y debida diligencia relativa al intercambio automático de información 
y aprobó el Anexo de Cuentas Financieras de no Residentes; 

El literal b) del artículo 3 de la Resolución No. NAC-DGERCGC19-00000045, 
señala que las instituciones de depósito en el marco habitual de su actividad 
bancaria o similar, bajo el control de la Superintendencia de Bancos  y de la 
Superintendencia de la Economía Popular y Solidaria, entre otras de iguales 
características, sin perjuicio de la definición establecida en la ficha técnica del 
Anexo CRS; están obligadas a presentar el Anexo de Cuentas Financieras de 
No Residentes (Anexo CRS). 

El artículo 163 del Código Orgánico Monetario y Financiero, determina que el 
sector financiero popular solidario está compuesto, entre otras, por cajas 
asociativas o solidarías, cajas y bancos comunales, y cajas de ahorro que se 
regirán por las disposiciones de la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria y las regulaciones que dicte la Junta de Política y Regulación 
Financiera. 

El artículo 458 del mismo Código prevé que las cajas asociativas o solidarías, 
cajas y bancos comunales y cajas de ahorro son organizaciones que se forman 
por voluntad de sus socios dentro del límite y en la forma determinada por la 
Junta de Política y Regulación Financiera, tendrán su propia estructura de 
gobierno, administración, representación, auto control, rendición de 
cuentas y se inscribirán en el registro correspondiente. Las entidades 
asociativas o solidarias, cajas y bancos comunales y cajas de ahorro se forman 
con aportes económicos de sus socios en calidad de ahorros, sin que puedan 
captar fondos de terceros. Podrán otorgar créditos únicamente a sus socios 
según lo dispuesto por las regulaciones que expida la Junta de Política y 
Regulación Financiera y podrán recibir financiamiento reembolsable o no 
reembolsable para su desarrollo y fortalecimiento concedido por entidades del 
sistema nacional financiero, entidades de apoyo, cooperación, nacional e 
internacional. Las Cooperativas y Mutualistas podrán otorgar estos créditos 
mediante líneas de crédito que la CONAFIPS podrá crear para este fin. 

El inciso primero del artículo 90 del Reglamento General de la Ley Orgánica de 
Economía Popular y Solidaria determina que las cajas y bancos comunales son 
organizaciones que pertenecen al sector financiero popular y solidario, que 
realizan sus actividades, exclusivamente, en los recintos, comunidades, barrios 
o localidades en donde se constituyen.

El artículo 91 del mismo Reglamento establece que las cajas de ahorro son 
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organizaciones integradas por miembros de un mismo gremio o institución, por 
grupos de trabajadores con un empleador común, grupos familiares, barriales, 
o por socios de cooperativas distintas de las de ahorro y crédito.

De conformidad con el artículo 92 del Reglamento Ibidem, la constitución y 
organización de las entidades asociativas o solidarias, cajas y bancos 
comunales y cajas de ahorro, así como su funcionamiento y actividades, serán 
determinados por la Junta de Política y Regulación Financiera. 

Mediante Resolución No. 436-2018-F de 19 de enero de 2018, la Junta de 
Política y Regulación Monetaria y Financiera expidió la “Norma para la 
constitución y catastro de cajas y bancos comunales y cajas de ahorro”, que se 
encuentra codificada en la Sección XVI “Norma para la constitución de cajas y 
bancos comunales y cajas de ahorro”, Capítulo XXXVII “Sector Financiero 
Popular y Solidario”, Título II “Sistema Financiero Nacional”, Libro I “Sistema 
Monetario y Financiero”, de la Codificación de Resoluciones Monetarias, 
Financieras, de Valores y Seguros. 

El artículo 3 de la Resolución No. 436-2018-F establece, en su parte pertinente, 
que, para efectos de la aplicación de dicha norma, se entienda por ‘auto 
control’ a la capacidad con la que cuentan las cajas para establecer sus 
propios mecanismos de control a través de sus órganos internos. 

El primer inciso del artículo 6 de la misma Resolución dispone que las cajas de 
ahorro y cajas comunales tendrán su propia estructura de gobierno, 
administración, representación, auto control, rendición de cuentas y se 
inscribirán en la nómina correspondiente. 

Por su parte, el artículo 8 Ibidem, señala que las cajas aprobarán, a través de 
su máximo órgano de gobierno, la normativa interna que les permita cumplir con 
su objeto social, la cual deberá contener al menos: la estructura de gobierno 
que adopten, los órganos de administración, representación, auto control, sus 
atribuciones y deberes, lo relacionado a la rendición de cuentas interna, 
domicilio, objeto social, vínculo común, derechos y obligaciones de los socios, 
aspectos económicos y disciplinarios, solución de controversias, finalización de 
la entidad y demás relacionadas con su gestión sin que se requiera la 
aprobación o autorización de una autoridad pública al respecto. 

La Disposición General Segunda del precitado acto normativo, indica que las 
cajas se someten al autocontrol previsto en el artículo 458 del Código Orgánico 
Monetario y Financiero sin que requieran control externo; en consecuencia, 
la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria no realizará ningún 
tipo de control, supervisión y/o acompañamiento a las cajas asociativas o 
solidarias, cajas comunales y cajas de ahorro, correspondiéndole 
únicamente proporcionar los mecanismos para que procedan al registro 
obligatorio en la nómina conforme lo establecido en el Código Orgánico 
Monetario y Financiero y en la predicha resolución. 
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II. Criterio de aplicación:

Con fundamento en las disposiciones constitucionales y legales antes citadas, 
del literal b) del artículo 3 de la Resolución No. NAC-DGERCGC19-00000045 
publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 51, de 01 de octubre de 
2019, se desprende la siguiente regla que debe ser aplicada en los términos 
expuestos a continuación; a saber: 

Las cajas de ahorro, cajas y bancos comunales, al tratarse de entidades que se 
someten al auto control previsto en el artículo 458 del Código Orgánico 
Monetario y Financiero y no al control de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria, no se encuentran obligadas a presentar el Anexo de 
Cuentas Financieras de No Residentes (Anexo CRS).  

Comuníquese y publíquese en el Registro Oficial. 

Dictó y firmó electrónicamente la Circular que antecede, el Economista 
Francisco Briones Rugel, Director General del Servicio de Rentas Internas, 
el 29 de marzo de 2023. 

Lo certifico. 

Javier Urgilés Merchán 
SECRETARIO GENERAL 

SERVICIO DE RENTAS INTERNAS 

Firmado electrónicamente por:

ENRIQUE JAVIER 
URGILES MERCHAN
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RESOLUCIÓN No. SEPS-IGT-IGJ-INSOEPS-INFMR-2023-0123 

JORGE ANDRÉS MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 76 numerales 1 y 7, literales a) y h), de la Constitución de la República del 
Ecuador, establece: “Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y 
obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que 
incluirá las siguientes garantías básicas:- 1. Corresponde a toda autoridad 
administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las normas y los derechos 
de las partes. (…) 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes 
garantías:- a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o 
grado del procedimiento (…) h) Presentar de forma verbal o escrita las razones o 
argumentos de los que se crea asistida y replicar los argumentos de las otras partes; 
presentar pruebas y contradecir las que se presenten en su contra (…)”;

Que, el artículo 82 ibídem determina: “El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta 
en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, 
públicas y aplicadas por las autoridades competentes”;

Que, el primer inciso del artículo 213 de la Constitución de la República del Ecuador 
dispone: “Las superintendencias son organismos técnicos de vigilancia, auditoría, 
intervención y control de las actividades económicas, sociales y ambientales, y de 
los servicios que prestan las entidades públicas y privadas, con el propósito de que 
estas actividades y servicios se sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan al interés 
general. Las superintendencias actuarán de oficio o por requerimiento ciudadano. 
Las facultades específicas de las superintendencias y las áreas que requieran del 
control, auditoría y vigilancia de cada una de ellas se determinarán de acuerdo con 
la ley (…)”; 

Que, el artículo 226 de la misma Norma Suprema establece: “Las instituciones del Estado, 
sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas 
que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y 
facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de 
coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y 
ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 

Que, el artículo 3 del Código Orgánico Administrativo determina: “Principio de eficacia. 
Las actuaciones administrativas se realizan en función del cumplimiento de los fines 
previstos para cada órgano o entidad pública, en el ámbito de sus competencias”;

Que,  el primer inciso del artículo 14 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria 
dispone: “Disolución y Liquidación.- Las organizaciones se disolverán y liquidarán 
(…) por las causales establecidas en la presente Ley y en el procedimiento estipulado 
en su estatuto social (…)”; 
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Que, el artículo 57, letra e) número 7), ibídem dispone: “Disolución.- Las cooperativas 
podrán disolverse, por las siguientes causas:(…) e) Por resolución de la 
Superintendencia, en los siguientes casos: (…) 7. Las demás que consten en la 
presente Ley, su Reglamento y el estatuto social de la cooperativa (…)”; 

Que,  el artículo 60 de la Ley ut supra determina: “Liquidación.- (…) Salvo en los casos de 
fusión y escisión, una vez disuelta la cooperativa se procederá a su liquidación, la 
cual consiste en la extinción de las obligaciones de la organización y demás 
actividades relacionadas con el cierre; para cuyo efecto, la cooperativa conservará 
su personalidad jurídica, añadiéndose a su razón social, las palabras "en 
liquidación”;

Que, el artículo 61 ejusdem dispone: “Designación de Liquidador.- El liquidador será 
designado por la Asamblea General cuando se trate de disolución voluntaria y por 
la Superintendencia cuando sea ésta la que resuelva la disolución.- El liquidador 
ejercerá la representación legal, judicial y extrajudicial de la cooperativa, pudiendo 
realizar únicamente aquellas actividades necesarias para la liquidación.- Cuando el 
liquidador sea designado por la Superintendencia, ésta fijará sus honorarios, que 
serán pagados por la cooperativa y cuando sea designado por la Asamblea General 
de la cooperativa, será ésta quien fije sus honorarios.- Los honorarios fijados por la 
Superintendencia, se sujetarán a los criterios que constarán en el Reglamento de la 
presente Ley.- El liquidador podrá o no ser servidor de la Superintendencia; de no 
serlo, no tendrá relación de dependencia laboral alguna con la cooperativa ni con 
la Superintendencia, y será de libre remoción, sin derecho a indemnización alguna.- 
El liquidador en ningún caso será responsable solidario de las obligaciones de la 
entidad en proceso de liquidación”; 

Que,  el artículo 146 de la Ley previamente citada, prevé: “El control de la Economía 
Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario estará a cargo de 
la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, que se crea como organismo 
técnico, con jurisdicción nacional, personalidad jurídica de derecho público, 
patrimonio propio y autonomía administrativa y financiera y con jurisdicción 
coactiva (…); 

Que,  el artículo 15 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria prescribe: “La Superintendencia en la resolución que declare disuelta la 
organización registrará el nombramiento del liquidador, facultándole el ejercicio de 
la representación legal mientras dure el proceso de liquidación”; 

Que,   el artículo 55, número 4) del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía 
Popular y Solidaria establece: “La Superintendencia podrá resolver, de oficio o a 
petición de parte, en forma motivada, la disolución y consiguiente liquidación de una 
organización bajo su control, por las causales previstas en la Ley o una de las 
siguientes: (…) 4. Por la falta de remisión de los informes que le fueren requeridos 
por la Superintendencia; o, cuando estos no contengan expresamente lo requerido”;

Que, el artículo 56 del Reglamento citado dispone: “La resolución de disolución y 
liquidación de una cooperativa, será publicada, en el portal web de la 
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Superintendencia de Economía Popular y Solidaria y un extracto de aquella en un 
periódico de amplia circulación nacional y/o del domicilio de la organización”;

Que,  el artículo 57 ibídem establece: “La Superintendencia, en la resolución de 
liquidación, nombrará al liquidador o ratificará al designado por la asamblea 
general, cuando se trate de liquidación voluntaria y fijará el monto de la caución 
que debe rendir (…)”;

Que,  el numeral 1 del artículo 59 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía 
Popular y Solidaria prescribe: “Atribuciones y responsabilidades.- Son atribuciones 
y responsabilidades del liquidador, las siguientes:- 1. Suscribir, conjuntamente con 
el último Representante Legal, el acta de entrega - recepción de bienes y el estado 
financiero de liquidación de la cooperativa, al iniciar sus funciones (…)”; 

Que,  el segundo artículo innumerado a continuación del 64 ibídem establece: “Liquidación 
de Cooperativas de Vivienda.- En el caso de Cooperativas de Vivienda, será causal 
de liquidación el haber cumplido más de cinco años de vida jurídica desde su 
constitución (…)”;

Que,  la Disposición Transitoria Décimo Quinta del Reglamento General de la Ley 
Orgánica de Economía Popular y Solidaria señala: “Las Cooperativas de Vivienda 
que actualmente se encuentren bajo el control de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria, cuyo objeto social no se hubiere cumplido en el plazo máximo 
previsto en este Reglamento, tendrán el plazo de un año para cumplir, contado a 
partir de la vigencia del presente Decreto Ejecutivo, caso contrario el Organismo de 
Control dispondrá su disolución y liquidación”;

Que,  los artículos 15, 34, 38 y 41 de la Norma de Control que Regula la Intervención de 
las Cooperativas y Liquidación de las Organizaciones de la Economía Popular y 
Solidaria y la Calificación de Interventores y Liquidadores, emitida mediante 
Resolución No. SEPS-IGT-IGS-INFMR-INGINT-2021-0389, de 26 de julio de 
2021, reformada, manifiestan: “Artículo 15.- Acta de entrega recepción.- Los ex 
representantes legales o ex directivos de la organización, tienen la obligación de 
suscribir con el liquidador designado el acta de entrega – recepción de bienes, 
valores, libros de contabilidad, estados financieros y demás documentos 
correspondientes.- En caso de imposibilidad de suscribir el acta de entrega 
recepción, se dejará constancia de ello, conjuntamente con el informe del auditor 
designado por la Superintendencia”; “Artículo 34.- Cálculo de la caución.- (…) Si 
el liquidador fuere servidor público de la Superintendencia no deberá rendir 
caución”; “Artículo 38.- Declaración patrimonial juramentada y de no tener 
impedimentos para ejercer el cargo.- El interventor y el liquidador presentarán una 
declaración patrimonial juramentada otorgada ante notario público, que incluirá la 
declaración de no tener impedimentos para ejercer el cargo, al iniciar su gestión, en 
el formato autorizado para el efecto, excepto cuando el liquidador sea servidor 
público de la Superintendencia (…)”; y, “Artículo 41.- Posesión.- El
Superintendente de Economía Popular y Solidaria, o su delegado, posesionará al 
interventor o liquidador, cuya gestión iniciará con este acto y se ceñirá estrictamente 
al marco legal y normativo vigente” (Énfasis añadido); 
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Que,  la Norma de Control para el envío y recepción de información y notificaciones, 
emitida con Resolución No. SEPS-IGT-SGE-IGJ-2018-016 de 05 de julio de 2018, 
en los artículos 3, 4 y 15, prevé: “Art. 3.- Remisión de información.- Las personas 
obligadas a informar a la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria 
remitirán obligatoriamente, la información que ésta solicite, en medios 
electrónicos.- Para tal efecto, contarán con servicios electrónicos que permitan el 
envío y recepción de datos de la información solicitada (…)”; “Artículo 4.- 
Cumplimiento de requerimientos.- Las personas obligadas a informar se sujetarán a 
los plazos, medios, procedimientos y al diseño específico de registros y archivos que 
la Superintendencia determine para el envío de la información (…)”; “Art. 15.- 
Notificación de actuaciones administrativas.- La Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria notificará (…) cualquier actuación administrativa por medios 
electrónicos, al buzón de entrega de información electrónica o al correo 
electrónico institucional o personal señalado por las organizaciones, 
administradores, sujetos responsables y demás personas interesadas (…)”; 

Que, el Estatuto Adecuado de la COOPERATIVA DE VIVIENDA VILLAFLORA, en el 
artículo 43, señala: “DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN: La cooperativa se disolverá 
y liquidará (…) por resolución de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria de acuerdo con las causales establecidas en la Ley y su Reglamento.”; 

Que,  mediante Acuerdo No. 004-DPT-C-2008 de 13 de febrero de 2008, el Ministerio de 
Inclusión Económica y Social aprobó el estatuto y concedió personería jurídica a la 
Pre-Cooperativa de Vivienda “VILLAFLORA”, domiciliada en el cantón Ambato, 
provincia de Tungurahua; 

Que,   a través de la Resolución No. SEPS-ROEPS-2013-001789 de 01 de junio de 2013, 
este Organismo de Control aprobó el estatuto de la Organización, adecuado a las 
disposiciones de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, bajo la 
denominación de COOPERATIVA DE VIVIENDA VILLAFLORA; 

Que, la Intendencia Nacional de Supervisión a Organizaciones de la Economía Popular y 
Solidaria mediante Oficios Circulares Nos. SEPS-SGD-INSOEPS-2021-06963-OFC 
y SEPS-SGD-INSOEPS-2021-12283-OFC, en su orden de 23 de marzo y 20 de mayo 
de 2021, requirió información a organizaciones de vivienda, entre las cuales se 
encontró la COOPERATIVA DE VIVIENDA VILLAFLORA, otorgando 
inicialmente un plazo de entrega de dos meses y ampliándolo a un mes adicional; 

Que, la Dirección Nacional de Acceso a la Información de este Organismo de Control 
certificó el envío de los Oficios Circulares Nos. SEPS-SGD-INSOEPS-2021-06963-
OFC y SEPS-SGD-INSOEPS-2021-12283-OFC a los correos electrónicos y 
casilleros SEPS de las organizaciones, a través de los Memorandos Nos. SEPS-SGD-
SGE-DNAIF-2021-2273, SEPS-SGD-SGE-DNAIF-2021-2418 y SEPS-SGD-SGE-
DNAIF-2021-3456, de 25 de mayo, 02 de junio y 29 de julio de 2021, 
respectivamente; 

Que,  se verificó que la COOPERATIVA DE VIVIENDA VILLAFLORA, ingresó 
trámites desde el 23 de marzo de 2021 al 08 de febrero de 2023, en este Organismo 
de Control; y, de su revisión se concluyó que lo remitido no corresponde al 
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requerimiento efectuado en los Oficios Circulares citados; omitiendo de esta forma 
el envío de la información solicitada, entre la que consta la solicitud de envío del 
Informe del estado de situación financiera y estados de resultados con corte al 31 de 
diciembre de 2020, aprobados por la Asamblea General de la organización; y, el 
Informe en el cual se detalle la situación de adjudicación de predios, entrega de 
escrituras en relación al número de socios de la organización; 

Que, de la consulta realizada en la página web institucional del GAD Municipal del cantón 
Ambato se verificó que la Cooperativa en cuestión registra bienes inmuebles a su 
nombre, reporta activos en depósitos en las entidades financieras controladas por esta 
Superintendencia; y, de la consulta efectuada a la visita materializada del Formulario 
de declaración del impuesto a la renta en el Servicio de Rentas Internas (SRI),  la 
Organización ha declarado activos; concluyendo que los valores detallados superan 
el monto de un salario básico unificado;  por otro lado, la Organización no registra 
información sobre deudas pendientes por créditos en el Sector Financiero Popular y 
Solidario, así como no mantiene procesos coactivos ni obligaciones pendientes en
este Organismo de Control;  con el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) 
no registra obligaciones patronales como empleador, no obstante, con el Servicio de 
Rentas Internas (SRI) la COOPERATIVA DE VIVIENDA VILLAFLORA registra 
una obligación pendiente; 

Que,  la COOPERATIVA DE VIVIENDA VILLAFLORA fue constituida el 13 de febrero 
de 2008, mediante Acuerdo No. 004-DPT-C-2008, y adecuó su Estatuto Social a la 
Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, a través de la Resolución No. SEPS-
ROEPS-2013-001789 de 01 de junio de 2013, de lo que se desprende que la 
Organización cuenta con más de cinco años de vida jurídica desde su constitución;  

Que,  por lo descrito en los considerandos anteriores, se evidencia que la  COOPERATIVA 
DE VIVIENDA VILLAFLORA, cumple con las condiciones para declarar el inicio 
del proceso de disolución y liquidación, siendo pertinente la aplicación de lo 
dispuesto en la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, que en su artículo 14 
precisa: “Las organizaciones se disolverán y liquidarán  (…) por las causales 
establecidas en la presente Ley y en el procedimiento estipulado en su estatuto social 
(…)”; así como en el artículo 57, letra e) número 7), ibídem, cuyo texto señala: 
“Disolución.- Las cooperativas podrán disolverse, por las siguientes causas: (…) e) 
Por resolución de la Superintendencia, en los siguientes casos: (…) 7. Las demás 
que consten en la presente Ley, su Reglamento y el estatuto social de la cooperativa”; 
concordante con lo dispuesto en el artículo 55, número 4) del Reglamento General 
de la Ley ibídem, que dispone: “La Superintendencia podrá resolver, de oficio o a 
petición de parte, en forma motivada, la disolución y consiguiente liquidación de una 
organización bajo su control, por las causales previstas en la Ley o una de las 
siguientes: (…) 4. Por la falta de remisión de los informes que le fueren requeridos 
por la Superintendencia; o, cuando estos no contengan expresamente lo requerido 
(…)”; lo descrito en el segundo artículo innumerado agregado luego del artículo 64 
de su Reglamento General que prevé: “Liquidación de Cooperativas de Vivienda.- 
En el caso de Cooperativas de Vivienda, será causal de liquidación el haber 
cumplido más de cinco años de vida jurídica desde su constitución (…)”; y, el 
artículo 43 del Estatuto de la Organización, mismo que señala: “DISOLUCIÓN Y 
LIQUIDACIÓN: La cooperativa se disolverá y liquidará (…) por resolución de la 
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Superintendencia de Economía Popular y Solidaria de acuerdo con las causales 
establecidas en la Ley y su Reglamento.”;  

Que,  la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución recomendó 
designar como liquidadora de la Organización a la señora Verónica Paulina Mullo 
Álvarez, servidora pública de este Organismo de Control; 

Que, observando las garantías básicas del debido proceso la COOPERATIVA DE 
VIVIENDA VILLAFLORA ha sido requerida oportunamente con la solicitud de 
entrega de información, en el marco de la verificación del cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo innumerado segundo, agregado después del artículo 64 del 
Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, sin que 
ésta haya presentado la documentación requerida, por lo que ha sido la información 
disponible con la que cuenta este Organismo de Control, la que sustenta la aplicación 
de la causal de disolución y liquidación de oficio de la Organización, conforme a la 
normativa vigente; 

Que, esta Superintendencia, como órgano de poder público, cumple con el deber de 
motivar el presente acto, al fundamentar racionalmente lo previamente indicado, en 
función de las normas aplicables, los hechos expuestos y la relación entre estos, de 
forma clara y comprensible;

Que, de conformidad con lo establecido en el Estatuto Orgánico de Gestión 
Organizacional por Procesos de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria, expedido mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGS-IGD-IGJ-001 de 31 de 
enero de 2022, el Intendente General Técnico tiene entre sus atribuciones y 
responsabilidades el suscribir las Resoluciones de disolución y liquidación; y,

Que,   conforme consta en la Acción de Personal No. 1395 de 24 de septiembre de 2021, el 
Intendente General de Desarrollo Organizacional, delegado de la señora 
Superintendente de Economía Popular y Solidaria, nombró como Intendente General 
Técnico al señor Jorge Andrés Moncayo Lara.

En ejercicio de sus atribuciones legales, 

RESUELVE: 

ARTÍCULO PRIMERO.- Declarar la disolución de la  COOPERATIVA DE VIVIENDA 
VILLAFLORA, con Registro Único de Contribuyentes No. 1891725430001, con domicilio 
en el cantón Ambato, provincia de Tungurahua, conforme a lo dispuesto en los artículos 14 
y 57, número 7) de la letra e), de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, 
concordante con lo dispuesto en el artículo 55 número 4); y, en el segundo artículo 
innumerado agregado a continuación del artículo 64 del Reglamento General de la Ley 
Orgánica de Economía Popular y Solidaria, así como en el artículo 43 del Estatuto de la 
Organización.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Disponer el inicio del proceso de liquidación de la 
COOPERATIVA DE VIVIENDA VILLAFLORA, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 60 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, a efecto de lo cual, la 
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Organización conservará su personalidad jurídica, añadiendo a su razón social las palabras 
“En Liquidación”.

ARTÍCULO TERCERO.- Designar como liquidadora de la COOPERATIVA DE 
VIVIENDA VILLAFLORA “EN LIQUIDACIÓN”, a la señora Verónica Paulina Mullo 
Álvarez, servidora pública de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, quien 
no percibirá remuneración adicional por el ejercicio de tales funciones, y actuará de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, su 
Reglamento General y demás normativa aplicable.

ARTÍCULO CUARTO.- Disponer que la liquidadora se posesione ante la Dirección Zonal 
correspondiente de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, dentro de los cinco 
días posteriores a su designación, y proceda a la suscripción del acta de entrega-recepción 
de los bienes, valores, libros de contabilidad, estados financieros y demás documentos 
correspondientes a la gestión de la COOPERATIVA DE VIVIENDA VILLAFLORA, los
mismos que deberán ser entregados por el ex representante legal y los ex directivos de la 
Organización. En caso de negativa, se aplicarán las sanciones que para el efecto dispone la 
Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria.

DISPOSICIONES GENERALES 

PRIMERA.- Disponer a la Dirección Nacional de Comunicación e Imagen Institucional de 
esta Superintendencia, en coordinación con la Intendencia Nacional Administrativa  
Financiera, la publicación de un extracto de la presente Resolución en un periódico de amplia 
circulación en el cantón Ambato, provincia del Tungurahua, domicilio de la  
COOPERATIVA DE VIVIENDA VILLAFLORA, conforme a lo dispuesto en el artículo 
56 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria.   

SEGUNDA.- Notificar al ex Representante Legal de la  COOPERATIVA DE VIVIENDA 
VILLAFLORA con la presente Resolución, a través de los canales correspondientes, y en el 
domicilio que haya fijado para el efecto.

TERCERA.- Disponer a la Secretaría General de esta Superintendencia sentar la razón 
respectiva del presente acto administrativo en la Resolución No. SEPS-ROEPS-2013-
001789; y, la publicación de esta Resolución en el Registro Oficial, así como su inscripción 
en los registros correspondientes.

CUARTA.- Disponer que se publique la presente Resolución en el portal web de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria. 

QUINTA.- Poner esta Resolución en conocimiento del Servicio de Rentas Internas, Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y Registro de la Propiedad respectivo, para los fines legales 
pertinentes.

SEXTA.- Disponer que la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución ponga en conocimiento de la Dirección Nacional de Procuraduría Judicial y 
Coactivas e Intendencia Nacional Administrativa Financiera, el contenido de la presente 
Resolución para que procedan en el ámbito de sus atribuciones y responsabilidades. 
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SÉPTIMA.- La presente Resolución regirá a partir de la fecha de su expedición, sin perjuicio 
de su publicación. De su ejecución y cumplimiento, encárguese la Intendencia Nacional de 
Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución. 

CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE.- 

Dado y firmado en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los 22 días del mes de marzo 
de 2023. 

JORGE ANDRÉS MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

   Firmado electrónicamente por:
   JORGE ANDRES MONCAYO LARA
   INTENDENTE GENERAL TÉCNICO
    22/03/2023 16:21:11
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